
 DOCUMENTOS DE AYUDA 

Apdo. Correos 4004 del CP 31080 - dapp@dappeditorial.es - dappeditorial.es  PAG. 1 

Opinión ¿Qué pasó realmente el 30 de agosto en Ceuta? De la crisis 

fronteriza a un problema sostenido de seguridad 

El 30 de agosto de 2026 no se produjo en Ceuta otra entrada masiva comparable a la del 30 

de julio. Y precisamente por eso esa fecha resulta especialmente reveladora. Un mes después 

del episodio que desencadenó la crisis y apenas cuatro días después de que entrara en vigor el 

Real Decreto 681/2026, Ceuta seguía lejos de recuperar plenamente la normalidad: 
continuaban las consecuencias de la permanencia de un elevado número de personas migrantes 

en situación irregular, persistía un dispositivo reforzado de seguridad y se producían incidentes 

que trasladaban la presión desde la frontera al interior de la ciudad. 

Ese domingo se conocía, además, la expulsión judicial de cuatro ciudadanos marroquíes 
vinculados a la entrada del 30 de julio, después de haber sido detenidos por agredir a tres 

guardias civiles que acudieron ante un aviso vecinal por amenazas con objetos punzantes y 

armas blancas. Paralelamente, una flotilla de embarcaciones llegada desde Andalucía recorría 
el litoral en apoyo a Ceuta, en un contexto de movilización social y creciente preocupación 

ciudadana. 

La fotografía del 30 de agosto, por tanto, no es la de una nueva crisis. Es posiblemente algo 

más importante desde el punto de vista de la seguridad: la constatación de que la crisis anterior 

todavía estaba produciendo efectos operativos, sociales y administrativos un mes después. 

El Real Decreto 681/2026, de 25 de agosto, declaró la situación de interés para la Seguridad 
Nacional en Ceuta al amparo del artículo 24 de la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de 

Seguridad Nacional. La decisión respondió a las consecuencias de la afluencia masiva de 

personas migrantes producida los días 30 y 31 de julio, que generó, según el propio preámbulo, 
una presión inédita sobre las capacidades de control fronterizo, identificación, atención 

humanitaria y acogida y afectó al funcionamiento ordinario de diversos servicios públicos. 

Lo jurídicamente relevante es cómo define el artículo 2 la crisis. El problema que justifica la 

declaración no es únicamente la entrada irregular inicial, sino los efectos derivados de la 

permanencia temporal indeterminada en Ceuta de un elevado número de personas en situación 
irregular, cuando esa situación supera las capacidades ordinarias de gestión, acogida, 

asistencia y seguridad ciudadana. 

Ese matiz cambia sustancialmente la lectura del Real Decreto. Estamos ante una norma dirigida 

menos a reaccionar frente a un hecho consumado que a gestionar sus consecuencias 

prolongadas. 

La declaración se extiende, conforme a los artículos 3 y 4, a la ciudad, la frontera terrestre, los 

puestos fronterizos, costas, puertos y aguas adyacentes donde España ejerce sus 

competencias, y mantiene inicialmente su vigencia hasta el 31 de diciembre de 2026. El Real 

Decreto establece además una Autoridad Funcional, activa una Célula de Coordinación 

permanente y articula la intervención conjunta de capacidades estatales y locales. 

No estamos, por tanto, ante la creación de un nuevo cuerpo de seguridad ni ante una 

suspensión de las competencias ordinarias. Estamos ante un mecanismo de dirección funcional 

y coordinación reforzada para una crisis que ya no cabe abordar desde un único ámbito 

administrativo. 
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La principal dificultad que plantea Ceuta no consiste simplemente en disponer de más policías, 

más guardias civiles, más militares o más instalaciones de acogida. El verdadero problema es 

conseguir que capacidades pertenecientes a organizaciones distintas funcionen 

simultáneamente como una respuesta coherente. 

Una crisis de estas características cruza prácticamente todas las fronteras administrativas 

tradicionales. Hay que controlar accesos terrestres y marítimos, identificar personas, prevenir 

delitos, mantener el orden público, proteger infraestructuras, atender situaciones de 

vulnerabilidad, gestionar menores, habilitar alojamientos, organizar transportes, sostener 

servicios urbanos y mantener canales de cooperación internacional. 

Cada una de esas funciones tiene su autoridad competente, sus procedimientos y su cadena 

de mando. El riesgo aparece cuando la suma de respuestas sectoriales no produce una 

respuesta global suficiente. 

Ahí está la utilidad principal del Real Decreto 681/2026: hacer de la coordinación una pieza 

jurídica central de la gestión de la crisis. 

Para el Ministerio del Interior, el anexo incluye expresamente capacidades relativas al control 

de fronteras, seguridad ciudadana y orden público, extranjería, identificación, investigación de 

la inmigración irregular, policía judicial y protección de infraestructuras y servicios esenciales. 

Defensa aporta capacidades humanas, logísticas, sanitarias, de transporte, vigilancia, 
infraestructura, alojamiento y comunicaciones. A ellas se unen protección civil, Policía Local, 

servicios sociales, protección de menores, sanidad y servicios esenciales de la Ciudad de Ceuta. 

El 30 de agosto demuestra por qué esa visión transversal resulta necesaria. El escenario ya no 

podía describirse únicamente en términos de “frontera”. Cuando una patrulla tiene que 
intervenir ante personas que se encuentran en una barriada, cuando existen armas blancas, 

agresiones a agentes, demandas vecinales de seguridad, dispositivos de alojamiento y 

simultáneamente actuaciones de identificación y retorno, el riesgo se ha desplazado y 

diversificado. 

La frontera física continúa siendo fundamental. Pero la frontera operativa de la crisis se ha 

extendido a la ciudad entera. 

La solución adoptada merece una valoración favorable, aunque con límites claros. 

Es una respuesta jurídicamente prudente porque no pretende convertir una situación 

excepcional en una habilitación general para actuar al margen de las competencias ordinarias. 

El Sistema de Seguridad Nacional permite reforzar la coordinación precisamente cuando la 
gravedad y transversalidad de una crisis hacen insuficiente la gestión sectorial ordinaria, sin 

necesidad de alterar por ello el marco constitucional de derechos y competencias. 

Esta característica resulta especialmente importante para los profesionales de la seguridad. 

Una declaración de interés para la Seguridad Nacional no convierte Ceuta en un espacio sin 

reglas ni establece una especie de mando indiferenciado sobre todas las fuerzas presentes. 
Cada organismo mantiene sus competencias y su estructura, mientras se articula una dirección 

funcional para conseguir unidad de acción. 

Pero la norma también revela sus propios límites. 
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Coordinar mejor no significa por sí solo resolver la crisis. 

Una estructura de coordinación puede ordenar recursos, establecer prioridades y reducir 

duplicidades, pero no elimina automáticamente las causas que mantienen la presión sobre el 

territorio. Tampoco evita por sí misma que se produzcan incidentes concretos. 

Por eso el 30 de agosto constituye una buena prueba para valorar el Real Decreto. La eficacia 
de la declaración no puede medirse por la solemnidad de su denominación ni por el número de 

organismos incluidos en sus anexos. Tiene que apreciarse en la capacidad para transformar 

información dispersa en inteligencia útil, anticipar riesgos, distribuir recursos, prevenir 

incidentes, proteger a la población y acelerar la recuperación de la normalidad. 

Hay además un elemento significativo. El Real Decreto 706/2026, de 1 de septiembre, ha 
modificado los anexos del Real Decreto 681/2026 para adaptar los espacios e infraestructuras 

disponibles a la evolución de las necesidades de acogida. El Comité de Situación ya había 

revisado esos recursos el 28 de agosto. La modificación confirma una característica esencial de 

este tipo de gestión: el dispositivo no puede ser estático frente a una crisis dinámica. 

Esa flexibilidad es razonable. Una planificación de seguridad que no se adapta a la evolución 

del escenario termina gestionando la crisis de ayer. 

Para Guardia Civil, Policía Nacional, Policía Local, Fuerzas Armadas, protección civil y 

responsables de seguridad, la principal enseñanza del Real Decreto 681/2026 es que el 

escenario exige trabajar con una lógica más amplia que la de la actuación aislada de cada 

servicio. 

La primera consecuencia es la centralidad de la información. Cuando intervienen cuerpos 

policiales, unidades militares, servicios sociales, autoridades migratorias y administraciones 

diferentes, una incidencia aparentemente limitada puede adquirir relevancia para otros 
componentes del dispositivo. La capacidad para transmitir información útil de forma rápida 

pasa a formar parte de la propia eficacia operativa. 

La segunda es la necesidad de una evaluación dinámica del riesgo. Tras una entrada masiva, 

el riesgo no desaparece simplemente porque disminuya la presión directa sobre el perímetro 

fronterizo. Puede desplazarse hacia alojamientos, espacios públicos, barriadas, 
infraestructuras, zonas portuarias o lugares donde se concentran personas. La planificación 

tiene que seguir esa evolución. 

La tercera consecuencia afecta a la coordinación. La actuación conjunta no elimina las cadenas 

de mando profesionales, pero obliga a comprender que la finalidad de cada intervención forma 
parte de un dispositivo superior. Una operación policial, un despliegue de vigilancia, un 

traslado, la habilitación de una instalación o una actuación de protección civil pueden responder 

a competencias diferentes y, sin embargo, perseguir el mismo objetivo estratégico: recuperar 

las condiciones ordinarias de funcionamiento de la ciudad. 

También adquiere especial importancia la protección de infraestructuras y servicios esenciales. 
El Real Decreto no limita el problema a la seguridad física de la frontera. Incluye transporte, 

sanidad, servicios sociales, abastecimiento, saneamiento, instalaciones públicas y otros 

servicios cuya continuidad puede verse comprometida. 
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Para el profesional de la seguridad, ésta es probablemente la consecuencia más importante: la 

crisis deja de ser exclusivamente policial o fronteriza cuando empieza a afectar al 

funcionamiento ordinario de una ciudad. 

¿Qué pasó realmente el 30 de agosto en Ceuta? 

No ocurrió una segunda entrada masiva. No comenzó una crisis distinta. Lo que sucedió fue 
quizá más significativo: un mes después del 30 de julio, Ceuta seguía gestionando las 

consecuencias del mismo episodio y todavía estaba lejos de la plena normalidad. 

Ese dato explica mejor que cualquier definición abstracta la razón de ser del Real Decreto 

681/2026. 

La seguridad nacional no entra en juego únicamente cuando aparece una amenaza 

espectacular. También puede hacerlo cuando un acontecimiento inicialmente localizado genera 
una cadena de efectos suficientemente amplia como para superar la capacidad ordinaria de 

respuesta y exigir la actuación coordinada de numerosos servicios públicos. 

La declaración adoptada para Ceuta es, en ese sentido, prudente y técnicamente coherente. 

No sustituye las competencias existentes: intenta hacerlas funcionar juntas. No elimina el 
riesgo: proporciona una estructura para gestionarlo. Y no ofrece por sí sola la solución 

definitiva: crea las condiciones institucionales para que esa solución pueda ejecutarse con 

mayor coherencia. 

Para quienes trabajan sobre el terreno, la lección es todavía más concreta. Una crisis no termina 

cuando cesa el episodio que la desencadenó. Termina cuando dejan de producirse sus efectos 
extraordinarios y las instituciones recuperan capacidad suficiente para gestionar la situación 

mediante sus mecanismos habituales. 

El verdadero desafío de Ceuta no es mantener indefinidamente un dispositivo excepcional. Es 

conseguir que la coordinación excepcional haga posible volver cuanto antes a la normalidad 

ordinaria. 

 

 


